Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 12 minutos) 


-La Comisión de Hacienda de la Cámara de Senadores tiene el gusto de recibir a los 
integrantes de la Mesa Sindical Coordinadora de Entes, señores Gabriel Portillos, Gabriel Molina y 
Óscar López, quienes habían solicitado audiencia a los efectos de intercambiar opiniones acerca del 
proyecto de ley a estudio: Contratos de Participación Público-Privada para la Realización de Obras de 
Infraestructura y Prestación de Servicios Relacionados con las mismas. 


SEÑOR MOLINA.- Buenos días. 


Ante todo, les agradecemos que nos hayan recibido para dar nuestra opinión sobre un tema 
que, francamente, nos preocupa mucho. 


Como es sabido, el movimiento sindical, muy especialmente la Mesa Sindical Coordinadora de 
Entes, durante mucho tiempo ha tenido una actitud de defensa de las empresas públicas, sobre todo 
en el año 1990, cuando las políticas neoliberales impulsadas en América Latina intentaron liquidarlas, 
por decirlo de alguna manera. Sin embargo, nuestro país, mediante el mecanismo de plebiscitos y 
referendos -que son parte integrante de la vida democrática- resolvió mantener las empresas públicas 
dentro de la órbita estatal, con lo cual tiró por tierra el primer intento privatizador. Vimos, con asombro, 
cómo se manejó un proyecto de ley importante para el país y muy sentido por los trabajadores. La 
discusión se dio a espaldas del movimiento sindical, por lo que no tuvimos tiempo de intercambiar 
opiniones ni de aportar ideas. 


Queremos que quede claro que no nos oponemos a las inversiones privadas. En nuestra 
plataforma reivindicativa y programática, en ningún momento existió una propuesta de rechazo a la 
inversión privada, aunque creemos que esta debe darse de una forma ordenada y prolija. Por tanto, no 
entendíamos el motivo de aprobar un proyecto de ley teniendo en cuenta que el artículo 188 de la 
Constitución de la República permite llevar adelante esta clase de emprendimientos. Este 
planteamiento también lo efectuamos en la Cámara de Representantes, en virtud de que el tema nos 
preocupa mucho, ya que, desde el punto de vista legal, el Estado tiene herramientas para llevar 
adelante esas políticas, pues el artículo 188 permite ejercer algunos controles estatales, y entendemos 
que está bien que así sea. La respuesta que se nos dio en todos los ámbitos es que las actuales 
herramientas jurídicas estatales provocan lentitud en algunos emprendimientos y que el proyecto de ley 
los agilizaría. 


Cuando en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social se nos entregó el proyecto de ley, 
preguntamos por qué existía intención de evitar los controles. La respuesta que nos dio la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto en la primera y única reunión que tuvimos en el Ministerio para tratar este 
tema fue que, en realidad, había que sortear muchos obstáculos. Luego, el proyecto de ley fue enviado 
al Parlamento y derivado a la Cámara de Representantes, donde tuvimos la posibilidad de conversar 
con algunos Legisladores del Partido de Gobierno a los efectos de trasmitirles nuestra opinión sobre el 
tema y nuestro rechazo a la iniciativa, tal como lo hemos manifestado públicamente. No estamos 
diciendo nada nuevo porque nuestra posición es conocida ya que, reitero, la hemos planteado 
públicamente y creemos que es bueno conversar en estos ámbitos. 


Estamos de acuerdo con algunas de las modificaciones introducidas al proyecto de ley en la 
Cámara de Representantes, por cuanto entendemos que brinda mayor prolijidad. Sin embargo, nos 
siguen preocupando ciertos elementos aún latentes, sobre todo cuando hemos hecho consultas a las 
altas esferas del Gobierno. Concretamente, el movimiento sindical preguntó al señor Ministro de 
Economía y Finanzas, Economista Fernando Lorenzo, si estas políticas que se aplicarían a través del 
este proyecto de ley promoverían privatizaciones y afectarían las actuales empresas públicas. Ante su 
respuesta negativa, le volvimos a preguntar por qué no se establecía claramente en la redacción del 
proyecto de ley que lo que se va a llevar adelante son emprendimientos totalmente nuevos, que no 
afectarían las herramientas que tiene el Estado. A nuestro juicio, esto daría al movimiento sindical las 
garantías necesarias que debe tener una ley y el único poder de decisión no dependería de una 
coordinación de fuerzas parlamentarias coyuntural que, según quien triunfe en las elecciones 
nacionales, estaría en manos de uno u otro partido. Es más, teniendo en cuenta que se trata de una ley 


que por treinta años trascenderá al país, los trabajadores creemos que debe dar algunas garantías 
para que las empresas públicas no se vean afectadas por esos procesos. 


El Ministro de Economía y Finanzas se comprometió con nosotros a firmar un acta de 
acuerdo especificando lo manifestado anteriormente. Es de nuestro conocimiento que la validez de un 
acta tiene un tiempo determinado y que los acuerdos pueden ser respetados o no. Tenemos un 
acuerdo por cuatro años, firmado el 2 de abril de 2007, por el tema del call center, pero hasta el 
momento no hemos logrado establecer los ámbitos de negociación. Es decir que los acuerdos se 
firman, pero pueden ser respetados o no, según los intereses del momento. 


Creemos que el acuerdo firmado con el señor Ministro de Economía y Finanzas se tiene que 
incluir en el proyecto de ley para que nos dé mayores garantías. De cualquier manera, vamos a seguir 
rechazándolo porque consideramos que hoy el Estado tiene las herramientas para llevar adelante ese 
tipo de emprendimientos y no queremos quedar colgados absolutamente de nada ni prendidos de 
ningún color político. Como movimiento sindical, hemos llevado adelante una estrategia de defensa de 
las empresas públicas porque creemos que son las herramientas que tiene el Estado para invertir y 
desarrollar la industria nacional. Asimismo, consideramos que se deben promover algunas acciones 
que permitan que lo público-publico también sea una opción, además de lo privado-público. 


Es cuanto quería decir. Muchas gracias. 


SEÑOR PORTILLOS.- Como muy bien manifestaba el señor Molina, la Cámara de Representantes 
recogió ciertas preocupaciones que expuso la Mesa Sindical Coordinadora de Entes en oportunidad de 
su intervención en la Comisión de Hacienda. A modo de ejemplo, incluye a texto expreso el tema de la 
Ley de Negociación Colectiva, atendiendo un reclamo que habíamos hecho en la Comisión de 
Hacienda de esa Cámara y también en el ámbito del Poder Ejecutivo. Nos gustaría que también se 
incluyeran aquellos aspectos que el Ministerio de Economía y Finanzas se manifestó dispuesto a 
establecer en un acta. 


Por otro lado, en representación del PIT-CNT habíamos reclamado integrar la Comisión 
Técnica que se designa por el artículo 8” del proyecto de ley. En su momento, ese fue un reclamo del 
PIT-CNT y lo dejamos sentado en la reunión que mantuvimos con el señor Ministro de Economía y 
Finanzas. 


SEÑOR ABREU..- Los visitantes hacen una mención especial a un instrumento denominado “acta” que 
van a manejar con el Ministerio de Economía y Finanzas; me gustaría saber qué contenido tiene, que 
sería complementario porque no va a tener fuerza de ley. Quisiera saber qué compromiso queda 
establecido en un acta, donde la norma sea de carácter permanente y no quede supeditada a las 
distintas variaciones de los Poderes Ejecutivos. 


SEÑOR PORTILLOS.- Nuestra principal crítica fue que aquí no hubo negociación colectiva. El PIT- 
CNT tuvo una entrevista con el Presidente de la República de la que surgió el compromiso de abrir un 
ámbito de negociación. En realidad, solo tuvimos una reunión y en ella los representantes del Ministerio 
de Economía y Finanzas nos manifestaron que compartían lo que nosotros decíamos, pero que no 
podía incluirse en una ley porque esta tiene un alcance mayor que un período de Gobierno; y, 
entonces, nos propusieron la firma de un acta. Debemos decir aquí que nosotros no hemos aprobado 
la firma de un acta con el Gobierno. 


SEÑOR ABREU.- Pero, ¿qué diría el acta? 


SEÑOR MOLINA.- El acta diría -fue una idea nuestra- que el alcance de la ley no iba a tener efectos 
privatizadores de ningún tipo en las actuales empresas públicas y el patrimonio público. Compartimos 
el tema del acta y el criterio de que un acta es eso, un acta, y una ley es una ley. Por eso nuestra idea - 
lo dijimos al comienzo del informe- era incluir el acta en la ley para que tuviera el peso legal que 
corresponde y no fuera una forma de sacarse un problema de encima por dos años. 


SEÑOR LÓPEZ.- ¿Cuáles son las preocupaciones y nuestro criterio de lo que son las garantías para 
este proyecto de ley? Nuestras preocupaciones tienen que ver con el patrimonio estatal y con el 
concepto que tenemos en cuanto a que alguna medida de este tipo pueda terminar en una 
privatización. Entendemos que hay un cambio en la ley que para nosotros es fundamental: en vez de 
hablar de asociación público-privada, se habla de contrato de participación público-privado. Y esto 


cambia el concepto de las garantías que necesitamos. Por tanto, queríamos dejar establecido como 
garantía en la ley lo que dijeron los compañeros. Entendemos que el hecho de que el delegado esté al 
tanto de todo lo que pasa es muy importante para evitar conflictos, para entender los emprendimientos 
y para que el movimiento obrero no sea un obstáculo, pues no queremos serlo. Sin embargo, no 
tuvimos espacio de negociación -o fue muy escaso- para tratar todas estas cosas que hoy planteamos 
y, al final, la reunión con el Ministerio -que era el que actuaba en representación del Gobierno- tuvo 
lugar cuando casi estaba aprobada la ley en la Cámara de Diputados. 


SEÑOR PORTILLOS.- Fue el día antes. 


SEÑOR LÓPEZ.- ¿Cuál fue la respuesta del Ministerio de Economía y Finanzas, que fue quien, en 
representación del Gobierno, abrió esta discusión? Nos dijo que nuestras preocupaciones eran válidas 
-aunque algunas más que otras- pero que no había posibilidad de incluir este tipo de garantías en el 
texto del proyecto de ley. Sin embargo, después, el tema de la negociación colectiva fue introducido en 
el texto y eso significó un avance importante. 


La famosa acta no existe, está en blanco; se trata de un acta de intenciones y no hemos 
podido juntarnos para terminar de incluir las garantías que nosotros necesitamos y las que el Gobierno 
está pensando. Por lo tanto, seguimos reivindicando que las garantías sean incluidas en la ley; ese es 
el motivo por el cual vamos a continuar negociando con el Gobierno y, al mismo tiempo, queríamos 
hacer el planteo ante los parlamentarios. 


SEÑOR COURIEL.- Si es posible, quisiera que me aclararan el artículo 8%, que prevé que la Comisión 
Técnica esté integrada por un máximo de cinco miembros, dos de ellos funcionarios de la 
Administración Pública contratante. ¿Cuál es la aspiración de los representantes de la Mesa Sindical 
Coordinadora de Entes? 


SEÑOR PORTILLOS.- Consideramos que en la Comisión debe haber un representante de los 
trabajadores. 


SEÑOR COURIEL.- Entiendo que son dos funcionarios representantes de la Administración Pública. 


SEÑOR PORTILLOS.- Lo más probable es que sean designados por el Directorio del organismo, que 
se trate de dos técnicos. Esto no lo dice expresamente el texto, es la impresión que tenemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo interpretar que están planteando un mecanismo de designación que a la 
vez esté relacionado con la representación. ¿Es eso? 


SEÑOR PORTILLOS..- Sí, señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Alguien desea hacer algún otro comentario? 


SEÑOR MOLINA.- Queremos agradecer el espacio y el tiempo que nos han brindado para poder 
aclarar nuestra opinión que, agrego, se ha ido enredando en el mar de todas las situaciones 
conflictivas que han surgido en los últimos tiempos. 


También quisiéramos puntualizar un par de cosas. Nosotros llevamos adelante el plebiscito 
de 1992 en defensa de las empresas públicas y, lamentablemente, no se respetó. Lo decimos porque 
hoy hay competencia en todas las áreas del país en que las empresas públicas están presentes. 


Nuestro propósito es que se incluyan en el texto del proyecto de ley las garantías que 
venimos planteando desde hace un tiempo con los compañeros porque creemos que lo mejorarían. 
Adelantamos que nos vamos a oponer a cualquier intento de privatización que se lleve adelante, sea 
en la forma que sea; queremos que esto quede claro para que luego las cosas no se enreden. Hay que 
entender que para el movimiento sindical esto es una cuestión bastante pesada desde el punto de 
vista ideológico. Queremos plantearlo en el Parlamento porque es uno de los lugares donde, de alguna 
manera, se nos escucha y a veces es muy difícil hablar cara a cara, como lo hemos hecho en la 
mañana de hoy. Por lo tanto, estamos muy agradecidos. 


SEÑOR GALLINAL.- Quisiera saber si ustedes consideran que el proyecto de ley que tenemos a 
consideración afecta al pronunciamiento popular sobre la ley de empresas, al plebiscito al que han 
hecho referencia. Si así fuera, ¿cuáles son los temas que creen que pueden llevar a privatizaciones, 
que afectan directamente ese pronunciamiento. 


SEÑOR MOLINA.- Nuestro problema no es legal, sino político. Hemos consultado y sabemos que el 
proyecto de ley que se está promoviendo no es inconstitucional. Durante mucho tiempo hemos 
defendido las empresas públicas porque consideramos que son herramientas necesarias para el 
Estado y tememos que algún tipo de iniciativa como esta termine promoviendo, en forma indirecta, 
privatizaciones que las lesionen. Reitero que aquí el problema es político y no legal, porque si fuera 
legal estaríamos hablando de otra forma. Nosotros no le hemos encontrado ninguna ilegalidad al 
proyecto de ley presentado, pero manifestamos que no entendemos por qué se plantea esto, cuando el 
artículo 188 de la Constitución de la República lo habilita. La respuesta que se nos dio -que no 
compartimos- fue que la razón es que esta iniciativa hace más ágiles los procesos de las inversiones 
futuras y evita los controles, que de alguna manera los hacen más pesados. Nosotros rechazamos este 
argumento. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Quiero dejar una constancia porque hay un dicho que expresa que el que calla 
otorga. En lo personal, trabajé muy activamente en el plebiscito de 1992, participé en todos los 
episodios y hasta en su propia gestación y recuerdo que hubo mucha resistencia a que se llevara 
adelante. La historia hoy reconoce que fue una instancia relevante en el proceso político de empuje 
privatizador, que se insinuaba y concretaba en algunos artículos de aquella ley, vinculados 
fundamentalmente al tema de Antel. Finalmente, ese impulso se frenó y el proceso en nuestro país se 
realizó por caminos distintos. 


Me parece que también es bueno dejar la constancia de que aquella ley tenía varios artículos 
-no recuerdo cuántos porque estoy hablando de memoria- y se plebiscitaron y derogaron cinco de 
ellos. Vale recordar en este debate de entrecasa -si me permiten el término- que en aquel momento se 
dieron tres instancias: la de julio, la de octubre y, finalmente, la del 13 de diciembre, en que el 70% de 
las opiniones estuvieron a favor de la derogación de los cinco artículos. En la primera instancia, la del 
mes de julio, hubo dos papeletas y una de ellas planteaba la impugnación de toda la ley. En ese 
momento y en aras de conseguir lo que se consiguió, tuvimos que ceder en algunos aspectos y, para 
poder acumular fuerzas, accedimos a determinados requerimientos -específicamente, la 
derogación de cinco artículos- ya que de otra forma algunos integrantes del Senado no lo apoyarían y 
se corría el riesgo de que naufragara todo. Cabe recordar, también, que la propia ley habilitó que la 
telefonía fija continuara estando completamente en manos del Estado. Evidentemente, en aquel 
momento no imaginábamos muchas de las cosas que existen hoy. Tal vez los grandes cerebros de las 
comunicaciones lo hicieron, pero nosotros solo intuíamos que eso sucedería y por eso nos opusimos 
fervientemente a la ley que se pretendía aprobar, ya que sabíamos que el tema de las comunicaciones 
iba claramente en alza, tal como lo ha demostrado la historia de estos veinte años. 


Lo cierto es que la telefonía móvil habilitó la competencia, pero cuando en el exterior hablo 
de esta ley, digo con orgullo que ella demostró que no siempre -como a veces se acusa- el Estado es 
ineficiente. En el caso de la competencia con la telefonía móvil, Ancel -ahora Antel- ha sobrevivido y 
sigue teniendo la mayor parte del mercado frente a dos grandes multinacionales -Slim y otra 
española- que han hecho lo indecible para poder ganar el mercado, prácticamente regalando los 
celulares y dando facilidades. Sin embargo, los uruguayos han demostrado una gran adhesión al 
Estado y siguen creyendo que es la opción más conveniente. En todos estos años la ganancia de la 
telefonía no fue para la telefónica española ni para la mexicana, sino que ha quedado en el Estado 
para financiar el presupuesto, porque las ganancias de Antel han sido realmente muy importantes. Si, 
casi veinte años después, estamos impulsando una ley es porque la historia que estamos transitando 
nos ha demostrado -los desafíos de un mundo globalizado y abierto, mucho más que el de los años 
noventa- que para defender la propiedad pública de las empresas del Estado se requieren otros 
instrumentos que le permitan desarrollar una competencia con los sectores privados del país y, sobre 
todo, con los del exterior. 


SEÑOR MOLINA..- Esta discusión es muy rica, sobre todo, el tema que puso arriba de la mesa el señor 
Senador Baráibar pero, evidentemente, tiene dos interpretaciones y dos bibliotecas. Cabe aclarar que 
nosotros tenemos la biblioteca opuesta, y bien opuesta pues no compartimos muchas cosas. 


Cuando llevamos adelante el plebiscito fue, justamente, con la interpretación de lo que 
claramente se decía: la defensa de las empresas públicas. Se debió dejar el camino a alguna como, 


por ejemplo, el caso de PLUNA -tema acordado políticamente- y también el de ILPE que ya estaba 
prácticamente liquidada. Aclaro que esto no fue a gusto del movimiento sindical, sino que se debió a 
una cuestión estratégica para promover que la coordinación de fuerzas fuera distinta y más favorable a 
nuestros planteos, que al de los otros. 


El tema de la telefonía celular es una larga historia que hoy no vamos a tener tiempo de 
explicar, pues -cuando quieran venimos con un mate y nos quedamos todo un día- es un asunto mucho 
más profundo que como lo planteó el señor Senador y, además, estaríamos fuera del tema que nos 
convoca en el día de hoy. 


Por otro lado, no queremos irnos sin manifestar que deberían tomarse en cuenta algunos 
planteos que hicimos con respecto a la ley -no pudimos hacerlo en la Cámara de Representantes por 
una cantidad de motivos conocidos por todos- y no creemos que esta instancia no sea oportuna para 
plantear las cosas que el movimiento sindical viene programando. Consideramos que el reclamo que 
venimos haciendo es justo, en el entendido de que fuimos protagonistas de la defensa de la empresas 
públicas y hoy lo seguimos siendo. 


SEÑOR ABREU.- Quiero saber qué opinión les merecen las competencias y la actividad que se 
asigna, dentro de la ley, a la Corporación Nacional para el Desarrollo. 


SEÑOR LÓPEZ.- Es una muy buena pregunta, señor Senador. 


Consideramos que es demasiado lo que se le pide a la Corporación Nacional para el 
Desarrollo porque son temas muy sensibles y estratégicos, cuyo conocimiento profundo está en otro 
lado. Si, por ejemplo, se hace un emprendimiento de la categoría de una segunda Terminal de 
Contenedores -siempre hablo como portuario- rebasa la posibilidad que pueda tener. Me parece 
que, después, le rebajaron decibeles a la Corporación; por eso digo que desde el inicio del proyecto de 
ley hasta ahora se han modificado cosas importantes. Los señores Senadores conocen la posición que 
tiene el movimiento sindical sobre este tema, que no es de corto alcance, ni esquemático, para discutir. 
Si la ley fuera una asociación público-privado para cualquier Gobierno -este o el que venga- sería un 
paraguas de privatización. Un ejemplo clarísimo de ello es la Terminal Cuenca del Plata, donde el 
Estado es socio con un 20% y ni siquiera puede entrar al edificio de la ANP, que es donde funciona. 
Aclaro que soy partícipe del increíble crecimiento portuario registrado, pero si TCP está creciendo, 
¿cómo puede ser que no dé ganancia? Los papeles de la empresa -a los que recién se pudo tener 
acceso en este Gobierno- muestran que, si bien en un período existieron ganancias, ahora arrojan 
déficits. Por lo tanto, en este ejemplo que acabo de citar el tema no es cristalino. 


En otro orden de cosas, creemos que en la asociación público-privada el Estado debería 
tener mayoría porque, en función de lo que establecen las normas de comercio internacional, el que la 
tiene, gestiona. Si, por el contrario, la mayoría la tuviera un privado, no tendríamos garantías, y 
tenemos ejemplos de ello. 


De la lectura que hacemos de las normas relativas al comercio internacional, deducimos que 
el país tiene que crecer logísticamente en forma importante. Esto es claro, como así también el hecho 
de que la inversión privada debe venir, y es bueno que esto suceda; simplemente, hay que fijarles las 
reglas de juego. Precisamente, en el proyecto de ley que está a consideración, estas reglas de juego 
constituyen la garantía que pedimos los trabajadores. Contrariamente a la postura del Gobierno, que 
entiende que si ponemos demasiadas cosas dentro de la iniciativa corremos el riesgo de retraer al 
inversor, creemos que esto no sería perjudicial. En lo personal, no creo que se pueda dejar de 
establecer estas cosas porque, luego, el problema puede ser otro y más grave. 


La nueva Ley de Puertos nos ha enseñado mucho y, si bien en su momento dijimos que era 
mala -y lo continúa siendo en algunos aspectos- reconocemos que para poder funcionar necesitamos 
contar con un puerto libre. Ahora bien, existen otras cosas que son negativas. 


Hace muchos años que se comenzó con las privatizaciones periféricas, con la limpieza de los 
edificios y demás, y todo ello nos dejó una enseñanza que creemos haber aprendido. 


En definitiva, consideramos que en este tema no debemos cerrarnos, pero necesitamos 
garantías. 


SEÑOR HEBER.- Es un gusto recibir en este ámbito a esta delegación. Yo también me siento como 
entrecasa, porque siento que nos representan a todos, como espero que esta Casa los represente a 
ustedes. Por lo tanto, quiero decir que me siento muy cómodo -como cualquier otro Legislador- 
hablando con los representantes de los gremios y los sindicatos. Para nosotros resulta llamativa la 
discusión planteada por algunos señores Legisladores, pero creo que la Comisión debe aprovechar 
esta oportunidad para consultarlos sobre el tema y conocer la opinión que les merece el proyecto de 
ley. No creo que la idea sea debatir entre nosotros; muchas de las cosas que se dijeron aquí no las 
vamos a contestar porque sería apartarnos del tema que nos ocupa y entretener a la delegación. 
Concretamente, me gustaría conocer la opinión de ustedes con relación a ciertos puntos. 


El ejemplo portuario es discutible porque, en ese rubro, pasaron y siguen pasando cosas. En 
estos días ha habido anuncios de aumento de tarifas. Creemos que ustedes deben analizar el tema 
como trabajadores portuarios -está bien que así lo hagan- y nosotros debemos hacerlo sobre la 
base de cómo ello puede repercutir en la competitividad del país y en la competencia entre los puertos 
que hay en la región. Esa es nuestra obligación: sopesar todo eso para poder tomar una decisión. 


Como ustedes vienen siguiendo este proyecto desde sus orígenes, supongo que los habrán 
llamado para consultarlos a fin de realizar su elaboración. Me gustaría saber si les dieron participación 
en una discusión, antes de remitir este proyecto de ley al Parlamento. 


(Intervención que no se escucha) 


-Pido disculpas porque llegué un poco más tarde y tal vez haya sido por esa razón que no la 
escuché. 


Supongo que este Gobierno les habrá dado participación en la discusión de un proyecto de 
ley que, indudablemente, los toca o puede tocarlos directamente. 


Ahora bien, ¿ustedes no creen que el proyecto de ley mejoró sustancialmente en el pasaje 
que tuvo por la Cámara de Representantes, respecto al que vino originalmente del Poder Ejecutivo al 
Parlamento? ¿Que el mismo tiene muchos más condicionamientos y más garantías? 


Es cierto que se trata de un proyecto de privatización; no tenemos inconveniente en decirlo. 
Pero creo que, luego del pasaje por la Cámara de Representantes, esas privatizaciones están, de 
alguna manera, más vigiladas, controladas y con mayores garantías. 


Esas eran las preguntas que quería formular a las delegaciones de los sindicatos que 
tenemos el gusto de recibir. 


SEÑOR PORTILLOS.- A nosotros el Poder Ejecutivo nos presentó el proyecto de ley antes de que 
ingresara al Parlamento. Lo dijimos hoy, al comienzo, y lo reiteramos nuevamente: habríamos querido 
tener negociación colectiva en él, pero no la tuvimos hasta avanzada la discusión en la Cámara de 
Representantes. Y un día antes de la aprobación en esa Cámara, mantuvimos una reunión con el 
Ministerio de Economía y Finanzas. 


Luego de nuestra intervención en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes 
y con los aportes realizados por los distintos Diputados, el proyecto de ley aprobado en esa Cámara es 
diferente al original. Pero, de todas formas, nosotros creemos que eso ha sido insuficiente y por eso 
hoy planteamos algunos de esos aspectos. 


Además, como decía Óscar López, nos parece que es clave el tema de la gestión pública de 
cualquier emprendimiento; pero no está recogido. Sí lo está en el artículo 188 de la Constitución, y por 
eso insistimos en la necesidad de agregar a este proyecto de ley algunas cosas como las que 
planteamos: un representante de los trabajadores en la Comisión Técnica. Creemos que fue una buena 
medida haber relativizado a la Corporación Nacional para el Desarrollo y también haber incluido lo de 
la negociación colectiva. Pero, como decía Gabriel Molina, a nuestro juicio siguen existiendo algunas 
carencias. Pensamos que las garantías tienen que ver con la gestión pública como un elemento central 
a la hora de establecer los contratos, ya que ahora no son asociaciones, sino contratos. Eso, de alguna 
manera, es una salvaguardia o algo parecido. 


Básicamente, era lo que quería decir. 
SEÑOR MOLINA.- Deseo hacer una solicitud. 


Si ustedes nos permiten y no lo toman como un atrevimiento, en las próximas horas nos 
gustaría acercarles una redacción de lo que venimos planteando, para que ustedes puedan 
considerarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, por supuesto. Sería pertinente que nos acercaran en forma escrita las 
posiciones que ustedes hoy plantearon. 


La Comisión de Hacienda del Senado les agradece su presencia. 
(Se retiran de Sala los representantes 
de la Mesa Sindical Coordinadora de Entes) 


-Si no me equivoco, todos los miembros de la Comisión se encuentran presentes en Sala y 
ya hemos recibido los principales comentarios de aquellos invitados que la Comisión decidió consultar. 
Por tanto, nos parece pertinente comenzar a discutir el articulado y aprobar el proyecto de ley. 


Si los señores Senadores lo consideran pertinente, podemos solicitar el ingreso a Sala del 
profesor Pedro Apezteguía y del asesor Alejandro Zavala, representantes del Ministerio de Economía y 
Finanzas, pues se encuentran en esta Casa e inmediatamente podrían venir a asesorarnos y evacuar 
alguna duda que pueda surgir en el tratamiento de este tema. Sabemos que se hicieron algunos 
planteos con relación a algunos artículos, en ese caso, sin duda será oportuno recibir su opinión. 


SEÑOR AMORÍN.- Señor Presidente: no tenemos ningún inconveniente en que se empiece a votar el 
articulado en el día de hoy. De hecho, desde ya anunciamos que vamos a pronunciarnos 
afirmativamente en la enorme mayoría de las disposiciones, no obstante, queremos solicitar que 
tengamos una instancia más el próximo jueves a efectos de definir algunos puntos sobre los que, 
francamente, necesitamos realizar algunas consultas, en particular, sobre aquellos que tienen que ver 
con aspectos de redacción y con temas más jurídicos que políticos. Desde el punto de vista político, no 
tenemos inconvenientes en aprobar este proyecto de ley, pero me gustaría redondear algunos 
conceptos desde la óptica jurídica. Precisamente, advierto que no han venido los invitados de la 
Cátedra de Derecho Comercial y, en lo personal, me gustaría hacerles por lo menos una consulta 
telefónica para saber si tienen alguna objeción importante desde el punto de vista jurídico. Reitero que 
las consultas serían de carácter jurídico, no político pues, básicamente, comparto esta iniciativa. 


En síntesis, me gustaría tener una instancia, el jueves próximo, que nos permita redondear el 
tema; no obstante ello, no tengo problema en comenzar hoy con su análisis. 


SEÑOR COURIEL.- Creo que no hay ningún inconveniente. Me parece que podríamos empezar a 
votar los artículos y, si surgen dudas, también podríamos aceptar los desgloses correspondientes. Es 
más; estamos ante más de cincuenta artículos, por tanto, es obvio que no vamos a terminar hoy, ni 
mucho menos, con el tratamiento del proyecto de ley. Por otra parte, no tenemos ningún inconveniente 
en recibir a los representantes de la Cátedra de Derecho Comercial; en realidad, su presencia le haría 
muy bien a la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin ninguna duda, señor Senador Amorín, vamos a seguir insistiendo para 
que los representantes de la Cátedra de Derecho Comercial se hagan presentes para brindar sus 
comentarios. 


Me gustaría saber la opinión de los señores Senadores Michelini y Gallinal. 
SEÑOR MICHELINI.- Pienso igual que el señor Senador Couriel, señor Presidente. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece que sería muy apresurado empezar con la votación en el día de hoy. 
Nosotros teníamos una agenda con un invitado, que lamentablemente no vino, y debo confesar que 


aún no he tenido posibilidad de ingresar de lleno en el estudio del proyecto de ley y analizar en 
particular cada uno de los artículos. Pienso que nos vendría muy bien contar con una semana más, a 
fin de prepararnos para la votación y el análisis del articulado. Insisto: no me siento en condiciones de 
votar en particular cada uno de los artículos, entre otras razones, porque se trata de un proyecto muy 
complejo e importante y sé que tengo algunas diferencias muy marcadas con alguno de los capítulos. 
Además, es algo que no estaba en los planes -por lo menos, no en los míos- porque hoy vine a 
escuchar a las delegaciones invitadas con la idea de que, si se culminaba con esas instancias, eso 
nos habilitaría a empezar con la votación el próximo jueves. Es más, creo que iríamos más rápido 
porque si podemos estudiar todos los artículos, estaremos en condiciones de decir cuáles votamos, 
cuáles no, y en ese caso proponer algún sustitutivo. 


Por otro lado, hay que tener en cuenta que prácticamente estamos al final del mes, por tanto, 
no veo dificultades para que en las primeras sesiones del mes de julio estemos en condiciones de 
tratar el proyecto de ley en el Plenario. 


En definitiva, solicito a los compañeros de Comisión que nos concedan una semana más 
para poder estudiar detenidamente los artículos. 


SEÑOR AMORÍN..- Estimo que, en la medida en que todos nos comprometiéramos a trabajar el jueves, 
si es necesario en una sesión mucha más larga, básicamente, no cambiarían los tiempos; de ser así 
podríamos terminar la votación de todo el articulado. 


SEÑOR ABREU.- Previa consulta a los representantes de la Cátedra de Derecho Comercial. 


SEÑOR AMORÍN.- Efectivamente, si contamos con la comparecencia de los representantes de la 
Cátedra de Derecho Comercial y nos comprometemos a terminar todo el próximo jueves, podremos 
votar el proyecto en el Plenario en las primeras sesiones del mes de julio. 


Francamente, puedo asumir ese compromiso y estoy dispuesto a votar todo el proyecto de 
ley el jueves próximo; si ese es el pedido del señor Senador Gallinal, no tengo ningún inconveniente. 


(Dialogados) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría saber si la Bancada de Gobierno está de acuerdo. 


SEÑOR MICHELINI.- Por supuesto, si no estamos en condiciones de votar en el día de hoy, no hay 
problema, señor Presidente. 


Dado que están en el Palacio Legislativo los representantes del Poder Ejecutivo, me 
pregunto si podríamos conversar sobre los cambios propuestos por el doctor Cajarville. De esta forma, 
podríamos avanzar sobre algunos aspectos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Precisamente, es lo que iba a proponer, señor Senador. 


(Ingresan a Sala el Director General de Secretaría del Ministerio de Economía y Finanzas, profesor 
Pedro Apezteguía, y el asesor Alejandro Zavala) 


-Recibimos a los representantes del Ministerio de Economía y Finanzas para conocer su 
opinión acerca de los comentarios y propuestas que realizó el doctor Cajarville en la última sesión de 
esta Comisión. Nos gustaría saber cuáles han sido los adelantos con respecto a esos temas. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Ante todo, queremos hacer notar que somos un licenciado y un profesor, y 
que nos vamos a referir nada menos que a las modificaciones propuestas por el profesor Cajarville, 
quien -tal como consta en la versión taquigráfica- expresó que el proyecto de ley había mejorado al 
haber sido atendidas sus sugerencias en la Cámara de Representantes. 


Hay dos observaciones básicas a realizar. La primera de ellas refiere al tema de los cometidos 
esenciales. En el proyecto de ley original no figuraba el actual artículo 3", pero fue incluido después 
porque el Ministerio de Industria, Energía y Minería, junto con los Entes y el Consejo de Ministros, 


consideraron del caso hablar de los cometidos esenciales, en virtud de la negociación con la Mesa 
Sindical Coordinadora de Entes, que había solicitado tener en cuenta esa aclaración. Consideramos 
que era absolutamente redundante, porque no hay manera de realizar las actividades de defensa por la 
vía de una PPP -participación público-privada- teniendo en cuenta su propia definición. En 
general, los cometidos esenciales son servicios que presta el Estado. Por ejemplo, nada impide que 
para prestar el servicio de Justicia se llame a una licitación pública o se haga una concesión o una PPP 
para construir un juzgado. A nadie se le puede ocurrir que alguien privatice al Juez. 


SEÑOR GALLINAL.- Ya está privatizado. 

SEÑOR APEZTEGUÍA..- ¿El Juez? 

SEÑOR GALLINAL .- Sí, en los Tribunales Arbitrales. 
SEÑOR APEZTEGUÍA.- ¡Ah, en los Tribunales Arbitrales! 
(Hilaridad) 


-A nuestro juicio, no es fundamental si lo está o no, más allá de los acuerdos políticos que 
haya al respecto. En este sentido, tomaría en cuenta una observación realizada por el doctor Cajarville 
en cuanto a que si bien esta no es una muy buena práctica de técnica legislativa, contribuye a aclarar 
su alcance en cuanto a qué se puede hacer y qué no. Eso es tan redundante, como lo que dice con 
respecto a los monopolios. 


Finalmente, hay que aclarar que este proyecto de ley no modifica ni deroga otras leyes y, por 
ende, tampoco los monopolios legales existentes. El doctor Cajarville reconoce que esto está bien y 
que aclara la situación con respecto a los monopolios. 


Si bien los señores Senadores me podrán decir que no les estamos diciendo “sí” ni “no”, 
creemos que es un tema de acuerdo político importante. 


SEÑOR GALLINAL.- El tema relativo a los cometidos esenciales y a los monopolios está en el 
penúltimo inciso del artículo 3*. 


Recuerdo que en oportunidad de haber conversado con el doctor Cajarville, él hizo una 
reflexión -que comparto totalmente y creo que es aclaratoria del alcance del artículo- acerca de que en 
el tema de los monopolios no hay problemas porque la redacción dice: “la explotación de los 
monopolios establecidos por ley a favor de este”. Esto significa que no se puede utilizar este régimen 
de contratación para la explotación del monopolio, porque debe hacerla quien tiene la responsabilidad 
exclusiva, pero sí realizar contratos de infraestructura o de apoyo que le permitan explotarlo. De esta 
forma quedaba aclarado el tema de esa parte del artículo y, por tanto, entendemos que no necesita 
modificación. 


Propongo, entonces, que se aplique el mismo razonamiento del doctor Cajarville para la 
primera parte del artículo. 


Siguiendo la misma lógica de razonamiento del doctor Cajarville, se me ocurre que la 
redacción de la segunda parte del inciso podría decir: “Se exceptúa de este régimen de contratación la 
prestación de los cometidos esenciales que corresponde al Estado en forma exclusiva”. En un futuro, el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, por ejemplo, podrá celebrar contratos para prestar sus servicios - 
obviamente, es uno de sus cometidos esenciales- pero no conceder a un tercero la representación 
diplomática. Se me ocurre que esa podría ser la solución para el antepenúltimo inciso del artículo 3* y, 
por tanto, la propongo, aunque no sé qué consideración les merece ese razonamiento. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Si eso mejora la redacción, no tendríamos inconvenientes en que se 
introdujera esa modificación. Las leyes determinan por lo que dicen y por lo que no dicen y en este 
tema nos parece importante aclarar que eso no está, aunque pueda ser redundante. Como dije, si hay 
una mejor redacción para ese inciso del artículo, bienvenida sea. 


SEÑOR ZAVALA.- Quisiera abundar en el análisis que se ha hecho, porque me parece que es 
interesante. La última modificación constitucional con respecto al tema del agua, en particular la del 
saneamiento, estableció cometidos y tareas específicas que solo pueden ser prestadas por la OSE, 
excepto en el caso de Montevideo, donde el saneamiento lo proporciona la Intendencia. Ese es un 
ejemplo, porque la Constitución no permitiría a la OSE hacer lo que en Montevideo se realiza, que es 
licitar el mantenimiento del saneamiento. En Montevideo, este servicio está controlado por una 
estructura de la Intendencia, pero hay empresas que se encargan de la limpieza y del saneamiento. En 
la actualidad, y de acuerdo con la modificación constitucional, reitero que eso no lo podría realizar la 
OSE. Ese es un claro ejemplo de la diferencia que hay entre una y otra cosa. Con esto queremos 
ejemplificar que lo que no se puede hacer es lo que está establecido claramente, es decir que la 
prestación del servicio se da por parte del Ente, que tiene el monopolio. Eso no se puede incluir en el 
contrato de participación público-privado, pero sí todo lo que esté por fuera, en particular, la 
construcción de la infraestructura. En el caso del agua tampoco se puede hacer. Hay un montón de 
ejemplos, pero me referí al extremo más opuesto porque es más claro en cuanto a lo que no se puede 
hacer y para ver que hay un gradiente -en el caso de la Intendencia de Montevideo, es claro que se 
utiliza- que, en algunos casos, nos permite intervenir en la inversión de infraestructura y mantener la 
ejecución del servicio por parte del Ente público. 


SEÑOR GALLINAL.- Comparto lo dicho porque creo que este tipo de redacción nos pone a salvo o 
nos evita ingresar en la definición o la enumeración taxativa de cuáles son los cometidos esenciales. A 
mi juicio, sería un error hacerlo y lo puntualizo porque ese es un concepto que está en evolución y en 
cambio permanente. Hace unos años se consideraban cometidos esenciales funciones que hoy ya no 
lo son. Por tanto, me parece bueno que se mantenga la definición de cometidos esenciales y por eso 
sugerí la redacción a que hice referencia, porque creo que flexibiliza y, a su vez, protege lo que 
corresponde. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que nos podremos poner de acuerdo perfectamente. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Ahora me voy a referir al artículo 23, que ha generado una larga discusión 
con el doctor Cajarville a través de las versiones taquigráficas. Él hizo una observación, preguntándose 
qué es la adjudicación provisional porque no existe en nuestro ordenamiento. Si bien es así, este es un 
ordenamiento que, en todo caso, se está creando. 


A continuación, aludiré al objetivo de la adjudicación provisional para plantear claramente 
cuál es el motivo de su presencia en el texto. Los procesos de elaboración de un contrato de 
participación público-privada son por demás complejos y caros. Se refiere a infraestructura y a montos; 
es decir que esto no es aplicable a pequeñas obras, sino que se trata de un procedimiento que 
demanda gastos al Estado y a los privados que se presenten. Por lo tanto, salvar el procedimiento del 
llamado público, del diálogo competitivo, pasa a ser algo importante. 


En cuanto al régimen aplicable, de acuerdo con el Texto Ordenado de Contabilidad y 
Administración Financiera puedo decir que si hoy se realiza una propuesta de adjudicación, es enviada 
al Tribunal de Cuentas para ser adjudicada. Si por algún motivo no se llegara a firmar el contrato, tanto 
porque la empresa no depositó la garantía de mantenimiento de contrato o porque no cumplió con el 
registro del consorcio que prometió formar -aunque nadie firma consorcios para obras que no va a 
realizar o proyectos que no va a emprender- queda sin efecto. Es decir que un conjunto de elementos 
formales están sujetos a la firma del contrato y constituyen el perfeccionamiento de la adquisición y de 
la licitación. Si se adjudica una licitación a quien la ganó y luego, por algún motivo, no se puede 
perfeccionar el contrato y la obra no comienza, reitero que el proceso licitatorio queda sin efecto. Es 
decir que se deberá empezar todo de nuevo. No tenemos la posibilidad de decir: “Vamos por el 
segundo”. Precisamente, la adjudicación provisional procura resolver ese problema. 


El procedimiento consiste en que, una vez hecha la adjudicación provisional y luego los 
trámites correspondientes ante el Tribunal de Cuentas, el oferente tiene plazos para cumplir con todas 
aquellas formalidades y luego decir: “Efectivamente, puedo firmar el contrato”. Entonces, cuando toda 
la documentación esté pronta y se hayan cumplido todas las condiciones que plantea el pliego de 
condiciones para firmar el contrato, tiene lugar la adjudicación. Si eso no sucede, no habrá 
adjudicación definitiva y, por lo tanto, el proceso quedará salvado. Ese es el espíritu del artículo. 


Una de las observaciones hechas por el doctor Cajarville es que se generaría un nuevo acto 
administrativo recurrible. Hoy, ante una adjudicación, el jerarca puede decir: “No tiene efectos 
suspensivos; sigamos adelante”. Acá se plantea lo contrario, porque según el texto, se dice: “No; tiene 


efectos suspensivos; si el jerarca quiere, puede levantarlos”. El doctor Cajarville plantea que eso es 
inconstitucional, pero no voy a hacer comentarios al respecto porque no tengo elementos de juicio. 
Además, está redacción fue elaborada y revisada por abogados. El objetivo de la adjudicación 
provisional es encontrar un mecanismo que permita al adjudicatario realizar todas las actividades 
necesarias para poder firmar el contrato y que, en caso de que no pueda cumplir con todos esos 
requerimientos, sea posible salvar el procedimiento y dar oportunidad al segundo. Es decir que la 
adjudicación provisional tiene el objetivo de que alguien pueda llevarse una resolución y que, por 
ejemplo, vaya al Banco a decir que concretará el financiamiento porque tiene el acto que dice que la 
Administración va adjudicar. Sin embargo, la vista que se hace a los oferentes, en la propuesta del 
doctor Cajarville no es ningún acto administrativo y tampoco da certezas, a quien resulte o vaya a ser 
adjudicatario, hasta que culmine todo el proceso. Se adjudica, y no hay marcha atrás. Ese es el 
objetivo de la adjudicación provisional y nosotros hemos insistido con esto en la Cámara de 
Representantes porque nos parece que es una herramienta que da garantías y permite salvar un 
procedimiento caro. El artículo 23 propuesto por el doctor Cajarville se parece mucho a lo estipulado en 
el TOCAF cuando establece que, luego de integrada la Comisión Asesora, de dar vista de los 
antecedentes y de que transcurran diez días para opinar, se considerará lo opinado -que no es un 
recurso- y con eso se tomará la decisión final. Esto se podría hacer independientemente de que la ley 
lo establezca porque siempre se puede dar vista del expediente a quien se quiera. Insisto en que aquí 
estamos tratando de salvar un procedimiento y de dar un instrumento al oferente para que obtenga una 
especie de resolución de la Administración que le permita cumplir con todas las condiciones del pliego. 


SEÑOR GALLINAL.- Por cierto que no hay ningún impedimento para que a través de una ley se 
introduzca, en las distintas etapas de adjudicación de una licitación o en un proceso competitivo, algo 
nuevo como lo sería la adjudicación provisoria. El problema -y en esto coincido con el razonamiento 
que dio pie al doctor Cajarville para cuestionar la adjudicación provisoria- es que eso atenta contra la 
filosofía del proyecto o contra el propósito que persigue un proyecto de estas características. ¿Cuál es 
ese propósito? Facilitar la inversión y dar al Estado instrumentos más flexibles para poder alcanzar 
esta suerte de contratos de distinta naturaleza que podrá celebrar. El doctor Cajarville dice que si 
introducimos el concepto o la etapa de la adjudicación provisoria y establecemos que esta no se puede 
recurrir o que el recurso que se interponga quedará para otro momento, esto se dará de bruces con lo 
que dispone la Constitución de la República. En definitiva -y olvidemos si esto es inconstitucional o no- 
eso generará un retraso en el proceso porque la parte que se sienta perjudicada va a promover un 
recurso de inconstitucionalidad que generará más demoras que las que se podían prever inicialmente. 
Entonces, vamos a estar muy lejos de las garantías que, con buen criterio, pretenden otorgar quienes 
hoy nos están asesorando porque con una adjudicación provisoria, que es recurrida pero no recibida y 
que, a su vez, es pasible luego de un recurso de inconstitucionalidad, me pregunto qué institución 
financiera va a apoyar o a prestar nada. 


Por estas razones me parece que la solución que propone el doctor Cajarville -destaco que 
trajo una redacción alternativa- por la cual no transforma la adjudicación provisoria en acto 
administrativo, más algunas modificaciones que estamos preparando, nos permitirán colaborar en ese 
sentido. Aclaro que cuando se habló de este tema no estaban presentes los asesores y que no las 
hemos traído hoy porque vinimos con el ánimo de escuchar y pensábamos que recién el jueves que 
viene comenzaríamos a votar. Creo que los buenos propósitos de quienes redactaron el artículo 23 
conspiran contra las intenciones de mayor dimensión que motivan la aprobación de un proyecto de ley 
de estas características. Sinceramente, soy partidario de no introducir la adjudicación provisoria porque 
considero que traerá más problemas que soluciones. Finalizo diciendo que traeremos una propuesta 
de redacción que seguirá la línea del doctor Cajarville, con el agregado de algún complemento. 


SEÑOR MICHELINI.- Me parece que aquí se presentan dos intereses contrapuestos. Uno de ellos 
tiene que ver con la agilidad. Esto quiere decir que necesitamos de un acto administrativo para que la 
empresa o los empresarios puedan ir llenando todas las condiciones para que la adjudicación se 
cumpla. Incluso, hay avales o créditos que tienen determinados plazos a partir de una resolución firme 
-dentro del marco de la ley- de la autoridad, que dice: “Es a usted a quien se le ha adjudicado”. Para 
que esto ocurra, el Poder Ejecutivo planteó la adjudicación provisional pero si los recursos que quieran 
interponerse no quedan en suspenso, lo que se logra es demorar todo. Hemos sido advertidos con 
mucha fuerza de que -más allá de la discusión, que no la van a salvar los abogados sino la Suprema 
Corte de Justicia- si esta situación se le llegara a plantear a la Suprema Corte de Justicia, el caso 
demoraría dos años en resolverse. Entonces, tenemos que encontrar un mecanismo que dé certeza al 
empresario en esta etapa de la adjudicación -por supuesto, dando vista a los interesados para que de 
esa manera el Tribunal de Cuentas pueda contar con todos los elementos- pero no podemos generar 
una suerte de atajo -que no comparto, porque no es el espíritu de la ley- que termine llevando el caso 
a la Suprema Corte de Justicia porque surgen dudas acerca de la constitucionalidad, máxime cuando 
una persona como el doctor Cajarville ha dejado constancia de esto en actas. Si dejamos el artículo tal 


como lo ha planteado el doctor Cajarville creo que no logramos los efectos económicos de generar un 
acto que permita, a quien va a ser adjudicatario, ir avanzando con todos los elementos para que una 
vez que el Tribunal de Cuentas se expida, se pueda celebrar el contrato cuando la Administración 
considere que está en condiciones de hacerlo. A la vez, si dejamos la redacción del Poder Ejecutivo, 
tenemos el problema de que el atajo se nos puede convertir en un camino todavía más largo. Creo que 
tenemos que encontrar una redacción -quizás no exista- que compatibilice las dos cosas: que permita 
que los interesados puedan ver el expediente y expresarse, y que el Tribunal de Cuentas se pueda 
expedir. En este sentido, considero que la redacción debe venir del Poder Ejecutivo más que de 
nosotros, porque sus técnicos son quienes tienen clara toda la ley. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Quiero resaltar que me equivoqué al expresar que el inciso relacionado con el 
efecto suspensivo que figura en el artículo 23 venía en la propuesta original del Poder Ejecutivo, pues 
se agregó en la Cámara de Representantes. Sí incluía el artículo 31, propuesta a la que el doctor 
Cajarville no hizo ninguna observación. Allí se habla de los medios de impugnación, de los recursos 
administrativos y en su inciso segundo se establece: “Estos recursos, salvo aquel que se interponga 
contra la adjudicación definitiva, no tendrán efecto suspensivo, excepto que la Administración, por 
razón fundada, disponga lo contrario”. Quiere decir que ese inciso tercero del artículo 23 que fue 
agregado en la Cámara de Representantes, de alguna manera ya estaba presente con carácter 
general en el artículo 31 como una metodología: en principio, ningún recurso es suspensivo, salvo que 
la Administración quiera, y los tratamos todos al final. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece que es al revés de lo que usted está diciendo. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- La redacción expresa que estos recursos, salvo aquel que se interponga 
contra la adjudicación definitiva, no tendrán efecto suspensivo, excepto que la Administración, por 
razón fundada, disponga lo contrario. 


Ese criterio general consagrado en la norma fue agregado al proyecto de ley. A ese respecto, 
el doctor Cajarville sostiene que el artículo 23 es inconstitucional, pero no hace referencia alguna al 
artículo 31, que inspira el espíritu general de la ley. De acuerdo con ello, entonces, todos los recursos 
no impiden el procedimiento y se tratan al final. 


SEÑOR GALLINAL.- El artículo 31 dice que estos recursos no tendrán efecto suspensivo; por lo tanto, 
el doctor Cajarville tiene razón en lo que manifiesta. El inciso tercero del artículo 23, al establecer que 
tienen efecto suspensivo, estaría contradiciendo lo expresado en el artículo 31. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Si me permiten la sutileza, quiero decir que aquí hay planteadas dos 
situaciones. Una cosa es que el recurso tenga efecto suspensivo y otra distinta, que quede en 
suspenso. Lo que el doctor Cajarville dice que es inconstitucional -o puede llegar a serlo- es que un 
recurso quede en suspenso. Lo que, claramente, no es inconstitucional es que un recurso no tenga 
efecto suspensivo. Por ejemplo, el TOCAF consagra como principio general que los recursos 
suspenden el procedimiento, salvo que la Administración diga lo contrario. Ahora bien, por el artículo 31 
del proyecto de ley se establece que los recursos no suspenden el proceso, salvo que la 
Administración disponga lo contrario. Vuelvo a decir que el artículo 23 dice que el recurso queda en 
suspenso, lo que sería inconstitucional. 


SEÑOR MICHELIN!I.- Si el inciso tercero del artículo 23 desapareciera de la iniciativa, a los efectos del 
Poder Ejecutivo y del doctor Cajarville las objeciones dejarían de existir. En el caso del Poder Ejecutivo, 
se procedería tal como lo determina el inciso segundo, es decir que se dictaría resolución provisoria. 
Ahora bien, en caso de que se presentase algún recurso, el mismo no tendría efecto suspensivo, salvo 
que la autoridad entienda lo contrario. Por lo tanto, no se estaría deteniendo el proceso. A juicio del 
doctor Cajarville, si ese recurso  -que considera flagrantemente inconstitucional- se borrase, no habría 
problema alguno porque una cosa es que no se suspenda el procedimiento y otra, que el recurso 
quede congelado. Quizá esa sea la solución porque se trata de dos cosas distintas. 


SEÑOR ABREU.- Como aquí se persigue una mayor agilidad, quizá este tema pueda ser mirado 
positivamente por la necesidad de avanzar en importantes obras que el país necesita. También es 
cierto que aquí no estamos hablando de cosas chicas, sino de grandes licitaciones, por lo que las 
garantías tienen que ser mucho más fuertes. Quienes conocemos algunas realidades regionales 
sabemos que la corrupción viene de la mano de las grandes licitaciones y de las grandes empresas. 
Hablo de “corrupción” como sinónimo de presión ante la ausencia de determinados factores. 


Creemos que la adjudicación provisoria tiene que ser un acto administrativo y daría la 
impresión de que en ello estaríamos todos de acuerdo. Ahora bien, si es un acto administrativo, es 
recurrible y si antes se pensaba que esto no podía quedar sujeto a los controles directos de un 
determinado recurso -como el de revocación, etcétera- ahora sí lo estaría. Entonces, la lentitud o la 
agilidad estarían en función del procedimiento, que igual se debe seguir. 


La Administración puede levantar el efecto suspensivo, pero no puede hacerlo si está 
vinculado a un acto transitorio. Si el acto transitorio es recurrido, es porque adolece de determinados 
vicios de legalidad; por lo tanto, en la iniciativa no se estaría contemplando una postergación de la 
definición. Por eso es que el doctor Cajarville sostiene que es inconstitucional. 


Lo que sí me parece claro es que el acto transitorio es un acto administrativo y ese acto 
administrativo tiene que sujetarse a todos los recursos que correspondan. 


No hablemos más de los efectos suspensivos o no suspensivos, porque el efecto suspensivo 
se levanta cuando la Administración quiere un acto administrativo. Quiere decir que la propia 
Administración levanta ese efecto. 


Creo que no tenemos que hacer una mención de por qué postergar esto, ya que de esa 
forma queda como que el recurso que se ha planteado por razones de legalidad se decide al final 
cuando, en realidad, el acto administrativo está impugnado por el titular de un derecho legítimo, 
personal y directo -como establece la Constitución- en cuyo caso manifiesta que hay un tema de 
legalidad -no de mérito- que está afecta sus derechos. Entonces, si lo dejamos para el final... 


Comprendo la inquietud que existe por la agilidad, pero quiero que adviertan mi 
preocupación. El Ministro nos decía que necesitaba aproximadamente US$ 3.000:000.000 para 
infraestructura. Particularmente, para transporte se necesitan US$1.600:000.000, de los cuales el 
Estado pondría US$ 600:000.000 y los otros US$ 1.000:000.000 deberían provenir de la inversión 
privada. 


Cuando comenzamos a hacer una licitación de este tipo y empiezan a venir los monstruos, si 
no nos custodiamos bien, nos perforan. Allí se plantea el famoso tema entre la agilidad, la celeridad y la 
transparencia. Más allá de todo, yo me quedo con la transparencia. 


Esa es la preocupación que quería plantear. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: me parece que en el tema concreto de la adjudicación 
provisoria no podemos dejar de hacer una referencia a la importancia del acto, porque una 
adjudicación provisoria no es un acto menor en la etapa de la contratación administrativa. 


Después que se produce la adjudicación provisoria, el artículo establece: “El proceso 
continuará con la intervención del Tribunal de Cuentas”. Quiere decir que la persona afectada o la que 
no calificó en primer lugar, siente que se le va la oportunidad de ser co-contratante y adjudicatario. 
Ese es el alcance de la adjudicación provisoria. 


Me parece que es muy interesante que el artículo 23 diga en su primer inciso: “La Comisión 
Técnica clasificará en orden decreciente las ofertas presentadas atendiendo a los distintos criterios 
valorados”. Ahí ya hay un anuncio que sacude el proceso, porque se establece que hay uno que es 
primero, otro que es segundo y, más o menos, se saben las razones en función de las cuales quedaron 
clasificados en ese orden. 


Si, después, uno de los adjudicatarios que no quedó clasificado en primer lugar, siente que no se 
respetaron sus derechos, que se hizo una valoración equivocada, pero, a su vez, hay un acto 
administrativo de adjudicación provisoria que le impide expresar sus descargos antes de que el 
expediente vaya a la consideración del Tribunal de Cuentas, significa que es un momento de enorme 
significación en la contratación. No estamos discutiendo un problema de plazos, sino la cuestión de 
fondo, porque muy probablemente allí se está dirimiendo quién va a ser el adjudicatario. 


Por eso me parecía muy razonable, con alguna complementación, la propuesta que hacía el 
doctor Cajarville acerca de una notificación -si no me equivoco- de lo actuado, para que las partes 


sepan qué es lo que está sucediendo, con lo que se evita el pronunciamiento acerca de si es necesario 
recurrir o no, porque no se puede recurrir una simple notificación. Eso contribuye -y mucho- a acelerar 
con garantías, que son las dos cosas que se pretende. Siempre fue así; esta discusión tiene doscientos 
años. La idea es cómo lograr que el Estado sea más ágil y más controlado, pero estos conceptos en 
algún momento son contradictorios. Por esa razón, sigo afiliado a la línea del doctor Cajarville en ese 
sentido. 


SEÑOR ABREU.- El doctor Cajarville decía que la notificación implica un acto administrativo que, de 
por sí, da a los distintos oferentes la posibilidad de recurrir. Diría más; al expresar que “La Comisión 
Técnica clasificará en orden decreciente” hay que tener en cuenta que la clasificación en orden 
decreciente también será un acto administrativo. Resulta obvio que el que está interesado puede 
preguntar por qué lo pusieron tercero. Quiere decir que hay una etapa que no vamos a poder evitar e, 
inclusive, comprendo que hace más lento el procedimiento. Siguiendo el razonamiento del señor 
Senador Gallinal y del profesor Cajarville, creo que tenemos que evitar que los temas jurídicos 
compliquen todavía más los procedimientos, claro está, aun cuando sabemos que esto ocurre todos los 
días, máxime en esta área en la que se manejan cifras muy importantes y en la que están involucradas 
empresas internacionales y consorcios que se verán atraídos para invertir en estos casos. Debemos 
tener el máximo de garantías porque, más allá de todas las buenas intenciones que existen, cuando 
llegan los grandes del mundo, vienen con muchos vicios debajo del brazo. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Y con muchos abogados. 
SEÑOR ABREU..- Sí, con muchos abogados acostumbrados a defender los grandes vicios. 


SEÑOR ZAVALA.- Me gustaría abundar en estos conceptos a efectos de ver si es posible llegar a un 
acuerdo sobre este asunto. Hoy en la Administración Pública nos recurren todo: la apertura del 
segundo sobre, la notificación de la apertura del primero, etcétera. He participado en varios procesos, 
en particular el del Hotel Casino Carrasco. Nosotros vinimos al Parlamento cuando se votó la ley 
relativa a ese Hotel y, en ese caso, nos recurrieron la apertura del primer y segundo sobre y la 
notificación antes del envío al Tribunal de Cuentas, es decir, todo. Pero la discusión acerca de si se 
trata de un acto administrativo o no debemos saldarla cada vez que se interpone un recurso. En todos 
los casos les decimos, por ejemplo, que esto no es recurrible o, en caso de que lo sea, levantamos el 
efecto suspensivo. Del otro lado siempre hay un abogado, que en general es un catedrático - 
precisamente, las empresas contratan personas con mucha experiencia pues se maneja mucho dinero- 
al que a veces es difícil contraponer servicios jurídicos. En el caso del Hotel Carrasco contratamos al 
doctor Risso Ferrand a efectos de contar con alguien de la talla de quienes estaban del otro lado 
oponiéndose con la interposición del recurso. ¿Qué quiero decir con esto? Nosotros ya sabemos que 
se van a interponer recursos en todas las etapas: en la apertura del primer sobre, en la del segundo 
sobre relativo a la oferta y en la notificación provisional. No obstante, la adjudicación provisional es 
importante para el Poder Ejecutivo porque otorga al privado una herramienta que le permite ir al 
mercado financiero, a los Bancos -para nosotros esto es sustancial- y a los socios de su consorcio y 
decir, por ejemplo, que ya obtuvieron determinada cosa. Es como si se tratara de haber ganado el 
partido de locatario y todavía faltara el de titular en la cancha contraria; el segundo partido se juega 
después de que el Tribunal de Cuentas se expide sobre el tema. Consideramos que esa herramienta 
es muy útil para el privado y, en realidad, ha sido incluida con ese fundamento. Nunca vamos a decir 
que tal o cual cosa no va a ser recurrida porque, como expresé, se van a interponer recursos por cosas 
que a nadie se le ocurriría recurrir. A título de ejemplo, recuerdo que en un momento nos recurrieron los 
puntajes que dieron los arquitectos con respecto a la distribución de los metros cuadrados de la 
superficie del Hotel Casino Carrasco. Se planteó si el metro cuadrado estaba ajustado o no. Quiere 
decir que los recursos van a surgir por todos lados pues hay muchos abogados sabedores para 
interponer recursos en el país o, en todo caso, vendrán de otros lados. Por lo tanto, no estamos 
vacunados contra la interposición de recursos. También es verdad que, de esta forma, se agrega un 
acto administrativo más que puede ser recurrible. Sin embargo, pensamos que en el otro platillo de la 
balanza está la herramienta que damos al privado para salir al mercado a consolidar lo que él presentó 
como oferta; nos parece que es muy importante que cuente con ello en esta etapa y no recién cuando 
esté la adjudicación definitiva, sobre todo, con las implicancias que planteaba el profesor Apezteguía 
en cuanto a lo que significaría perder ese primer oferente, en el caso de que no pudiera concretar 
todas las condiciones necesarias para esa adjudicación definitiva. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Está claro que este es uno de los aspectos sustanciales en cuanto a dudas 
sobre este proyecto de ley. No voy a defender la solución de la adjudicación provisional como si fuera 
una panacea, pero me parece que la propuesta del doctor Cajarville no soluciona, por ejemplo, el 
objetivo de salvar la licitación. Hay un momento en el que decimos “Este oferente es el que puede ser 


adjudicatario y si no hace todas estas cosas que no le podemos exigir antes de que lo sea, no 
firmamos el contrato”. En ese instante, el doctor Cajarville nos propone que si no cumple con las 
exigencias, se deje la adjudicación definitiva sin efecto. De esa manera, se generaría un acto 
administrativo que sería como sacarle el pan de la boca a quien ya lo tenía. Esa discusión es mucho 
más compleja; una cosa es decir, por ejemplo: “Yo no se lo adjudico hasta que usted no cumpla esto” y 
otra, muy distinta, decir: “Yo le adjudiqué y, como no cumplió esto, lo desadjudico y paso al segundo”. 
Reitero que allí generamos un acto administrativo de mucha complejidad. Alguien puede pensar: “Yo 
era adjudicatario y porque no hice tal cosa, aunque la culpa la tuvo otro...”. En el proceso nosotros 
decimos: “Mire señor: usted tiene la adjudicación provisional y la opinión del Tribunal de Cuentas; si 
cumple con todo esto, le voy a dar la adjudicación definitiva, pero si no lo hace, no”. Por lo tanto, la 
carga de cumplir es del otro. En este proceso diferimos el acto administrativo que plantea el doctor 
Cajarville, pero nos comemos el segundo, es decir, si el adjudicatario -todos conocemos adjudicatarios 
de contratos que nunca ejecutan y antes de empezar, antes o después de firmar el contrato, 
renegocian porque, por ejemplo, cambiaron las condiciones financieras... 


(Intervención del señor Senador Abreu que no se escucha) 


-Esto sucedió en el Hotel Carrasco, donde el contrato ya estaba firmado y la obra no se hizo. 
¿Qué se hace? ¿A quién se busca? ¿Se ejecuta la garantía? Cualquiera sea la opción, seguimos sin la 
obra. 


En definitiva, ese es el procedimiento que propone el doctor Cajarville y que nos plantea 
dudas en ese sentido. 


Queremos reiterar la voluntad de buscar algún mecanismo, pero también la necesidad de 
salvar este conjunto de objeciones para no meternos en más líos de los que, sin duda, vamos a tener. 
Decimos que los recursos no son suspensivos y los tratamos al final, pero el jerarca puede notar que el 
recurso tiene sentido. Todos hemos tenido la responsabilidad de decir “este es el recurridor y recurre 
todo; levantá el efecto suspensivo y seguí adelante”. Cuando uno se enfrenta al recurso y es complejo - 
es decir, parece tener sustancia- puede que quien lo interpuso tenga razón. Entonces, el abogado nos 
dice que si nos hace un juicio, nos gana y habrá que solucionar el problema antes de contar con la 
adjudicación definitiva. Esa es la idea de todo esto y no sé cómo se puede trabajar si este es el 
impedimento; quizás una reunión más pequeña nos permitiría avanzar. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Creo que el artículo 23 ha sido suficientemente discutido como para analizarlo 
en la próxima sesión. 


SEÑOR ABREU.- Quisiera hacer mención a otro tema. 


Recuerdo que aquí comparecieron representantes de la Corporación Nacional para el 
Desarrollo. 


SEÑOR GALLINAL.- Pido disculpas, señor Presidente, pero me tengo que retirar debido a un 
compromiso ineludible. 


SEÑOR ABREU.- En esa oportunidad, se habló de dos actividades: una era la estructuración de los 
proyectos y la otra tenía que ver con la posibilidad de participar en la creación y constitución de 
sociedades de Derecho Comercial, etcétera. Me parece que en esta cadena excesiva de derechos 
privados comienza a sustraerse la capacidad de control por parte del Estado. Si en el caso de una 
corporación para el desarrollo, se crea una sociedad comercial privada y luego esta crea otra sociedad 
comercial, nos encontramos en el ámbito del Derecho Privado. Esto ya sucede en algunos entes 
públicos, por ejemplo Alur, que hoy podría adjudicar una licitación de varios millones de dólares sin el 
control del Tribunal de Cuentas. 


Mi preocupación es la siguiente: ¿no estaremos dándole excesivas competencias a la 
Corporación Nacional para el Desarrollo en el diseño de determinadas estructuras empresariales? ¿No 
sería mejor reducirla a su concepto de estructuración y de contratación de consultores y demás, en 
lugar de darle a su actividad empresarial una salida lateral para que comience a gestionar, crear 
sociedades y desarrollar actividades? Desde el punto de vista del Derecho, ¿esto es conveniente? 
Estamos ante una privatización desde otro punto de vista. Es decir que se llevan al Derecho Privado en 
forma excesiva actividades que quedan fuera del control de los organismos públicos. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Compartimos la preocupación del señor Senador Abreu. 


Precisamente, el artículo 11 lo refleja claramente cuando lo establece como un procedimiento 
excepcional que requiere autorización fundada del Poder Ejecutivo. Hoy, con la legislación vigente, un 
Ente Autónomo está autorizado a conformar sociedades para cualquier cosa -no recuerdo bien, pero 
creo que amparado por una ley de emergencia del año 1992 o 1993-; lo puede hacer asociándose con 
la Corporación Nacional para el Desarrollo y, en un proyecto modificativo que se votó el año pasado, se 
obliga a que la Corporación tenga que ser minoritaria. De esta forma, los Entes tendrían que asumir la 
responsabilidad de ser los socios mayoritarios de ese emprendimiento y, por lo tanto, tendrían la 
obligación de registrar en sus balances los resultados de la sociedad y no decir que no tienen nada que 
ver con esa sociedad a efectos de evadir la contabilidad pública. 


Como nosotros no queremos que ese mecanismo continúe, acá decimos que se puede hacer 
pero, en este caso, requiere previa autorización del Poder Ejecutivo cuando las inversiones y las 
características lo justifiquen. Hoy los Entes Autónomos pueden hacerlo. Para hacer una PPP con la 
Corporación, previamente hay que pedir autorización al Poder Ejecutivo; de lo contrario, no se puede. 


SEÑOR ABREU.- Luego de esto, la Corporación crea una sociedad comercial y después se crea otra 
sociedad comercial. Entonces ya se estaría en el mundo del Derecho Privado y sin control por parte de 
los organismos públicos. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Hoy, con la legislación vigente, la Corporación puede formar una sociedad con 
un Ente Autónomo porque tiene autorización; también la podría formar con una Intendencia o un 
Ministerio, pero estos no tienen la autorización para hacerlo. Un Ente Autónomo puede formar una 
sociedad con la Corporación y, como señala el señor Senador Abreu, se sustrae del Derecho Público 
en base a la normativa vigente. Acá estamos diciendo dos cosas. Primero, que para realizar una 
participación público-privada por ese procedimiento, se requiere autorización previa del Poder 
Ejecutivo, es decir que la Corporación no lo puede hacer, pues el Ente podrá asociarse con la 
Corporación, pero para que esta lo haga, necesita del pronunciamiento previo del Poder Ejecutivo. Y 
segundo, hay que establecer que esa sociedad sale, es decir que la Corporación Nacional para el 
Desarrollo debe pasarlo al sector privado, pues la Corporación no puede permanecer dentro de esa 
sociedad eternamente. Estos mecanismos están vinculados a la licitación de la Terminal de 
Contenedores y al aeropuerto de Carrasco. Lo que se hacía era autorizar a un Ente a constituir una 
sociedad y a rematar las acciones de la misma para que el explotador le comprara a alguien que ya 
tenía esa concesión. Acá la idea es la misma, pero lo que hacemos a través de este procedimiento es 
reducirlo y no habilitarlo. Si no estableciéramos este artículo, la Corporación y los Entes Autónomos 
podrían hacerlo mediante otros sistemas. Este artículo es restrictivo y no habilita procedimientos que 
no existen. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿La Corporación podría hacerlo de acuerdo con la ley que la creó? 


SEÑOR APEZTEGUÍA..- Sí, por la ley que la creó y a través de las autorizaciones que tienen los Entes 
Autónomos. 


SEÑOR ABREU.- Y ahora más, porque le permiten crear sociedades. 


Quisiera dejar sentada una reflexión. No me gusta la cesión de contratos; no me gusta que el 
contratista pueda ceder en forma parcial o total porque ya lo hemos visto en el Derecho Comparado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El Senador se refiere al artículo 12? 


SEÑOR ABREU.- Sí, me refiero a donde dice: “la Administración Contratante podrá celebrar 
directamente contratos de Participación Público-Privada”. Luego, en el artículo 50, se establece: “El 
contratista podrá ceder total o parcialmente el contrato de Participación Público-Privada a un tercero, 
con la autorización previa y expresa de la Administración Pública contratante, la que deberá verificar 
que el cesionario reúne los requisitos y condiciones necesarias”. Realmente, eso no me gusta. 


SEÑOR ZAVALA.- Intentando no faltarles el respeto a los señores Senadores, pues tengo poca 
experiencia en estos temas de asociaciones público-privadas, debo decir que esto es la norma en el 
mundo. En general, los llamados SPV, Special Purpose Vehicle, que básicamente son los consorcios, 


tienen un corazón central que es la empresa constructora, que hace la inversión grande en 
infraestructura y está asociada a las empresas de servicio como, por ejemplo, la hotelería o el servicio 
de limpieza. Todos los servicios conexos que figuran en el contrato de Participación Público-Privada 
están agrupados por una empresa grande, que es la empresa constructora y que, en general, es la que 
tiene una espalda suficiente como para conseguir el financiamiento. Normalmente sucede que, luego 
de la etapa de construcción -donde se supera el riesgo de diseño, que es transferido al privado- se 
entrega a la administración contratante la obra y comienza la gestión del mantenimiento y de los 
servicios conexos. En el mundo es común que la empresa constructora salga del consorcio vendiendo 
sus acciones -es decir, su participación en el consorcio- a un agente financiero que paga una tasa 
menor porque el riesgo de diseño ya fue superado, pues ya se hizo la construcción, que era lo que 
tenía más riesgo. Ese agente compra esa parte del consorcio y la empresa constructora sale, sacando 
su capital. Por lo general, el contrato de mantenimiento lo asume una subcontratista o una filial de la 
empresa constructora, quedando con una participación de capital bastante menor en el consorcio. En 
general, esto es lo que sucede. La empresa constructora realiza la obra, la termina, se queda con una 
pequeña parte, como ser el mantenimiento, sacando el capital accionario general porque con ese 
dinero participa de otra licitación en una asociación público-privada. 


SEÑOR ABREU.- Eso me gusta menos, señor Presidente. 


SEÑOR ZAVALA.- A nosotros nos puede preocupar la cesión pero, en general, es lo que sucede por lo 
que significa, para la empresa que arma el consorcio, la inversión de capital inicial o el financiamiento 
inicial por el riesgo de diseño. 


SEÑOR APESTEGUÍA.- Esto se hace sin que nos enteremos; acá se venden acciones sin 
autorización. La ley lo dice; de lo contrario no lo podrían hacer. Nosotros no podemos impedir que los 
contratos se cedan. Sin embargo, podríamos evitar que la Administración diga: “No; no se puede 
ceder”. Insisto, la norma dice que los contratos se pueden ceder. A la Comisión le conviene que venga 
quien efectivamente puede cumplir con las condiciones iniciales de la empresa. 


SEÑOR ABREU.- Esto lo podemos estudiar en profundidad más adelante porque estamos hablando de 
dos temas: uno es el derecho comercial de la propiedad de las acciones y la forma en que funcionan 
las empresas, y el otro es el derecho administrativo de concesión a una empresa. Más allá del 
contenido de la dinámica interna de lo que es el juego de acciones, quiero decir que he visto de cerca 
el caso de Itaipú donde todas las concesiones que se hicieron a determinadas empresas paraguayas 
fueron cedidas a empresas brasileñas y quedaron todas empresas fantasmas o de papel, y los barones 
de Itaipú hicieron millones de dólares sin trabajar. Entonces, insisto, como he visto este caso de cerca, 
ahora estoy tratando de prever. El artículo 51 dice: “El contratista podrá ceder total o parcialmente”. 
Este último término está bien porque existen subcontratos o actividades que se desarrollan y se 
pueden ceder. Ahora bien, con respecto a la cesión total, está el tema de la igualdad de los oferentes 
porque, al final de cuentas, el cesionario termina dándole a otra persona que no concursó, más allá de 
que tenga las mismas condiciones. En ese caso alguien puede decir: “Caramba, yo no concursé con 
Juan”. Digo esto por razones jurídicas y para que quede como una reflexión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Qué pasaría si no existiera el artículo 50? 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Si la empresa se funde y no puede ceder el contrato, deja el emprendimiento 
por la mitad, se va y no hay alternativa para la Administración. 


SEÑOR ABREU.- Está claro que la asociación de contrato público y privado determina que las 
responsabilidades civiles de las empresas se trasladan al Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más comentarios, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 11 y 58 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


